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Solos contra el coronavirus
Uno de los objetivos a lograr, una vez decretada 
la cuarentena total para contener la propagación 
del SARS-CoV-2, era aumentar las capacidades de 
atención del sistema sanitario boliviano. Si bien, 
la mayoría de la población boliviana, exceptuan-
do a algunos grupos marginales, ha cumplido su 
parte quedándose en casa, lo evidente es que ni el 
gobierno nacional ni las gobernaciones ni los mu-
nicipios han cumplido las tareas necesarias para 
el logro de dicho objetivo.
No, lo acabado de anotar no es una exageración. 
A 70 días de confinamiento y limitación de las ac-
tividades económicas, lo evidente es que no exis-
ten laboratorios con capacidad de diagnosticar 
la enfermedad en todas las capitales de departa-
mento; ni siquiera se sabe cuántas pruebas PCR 
se realizan por día, pero se intuye que no son las 
suficientes; tampoco se sabe, para cuántos días 
alcanzan los reactivos de laboratorio, ni si se han 
encargado más y para cuándo llegarán; tampoco 
han llegado los 500 respiradores prometidos, ni 
han preparado los espacios y las camas de tera-
pia intensiva donde serán instalados; tampoco se 
ha dispuesto el emplazamiento de hospitales de 
campaña, además, con excepción de un par de 
hoteles contratados para aislamiento, no se ha 
dispuesto de otros espacios de este tipo. 

También se ha descuidado aumentar la capacidad 
de atención del personal sanitario. Es cierto que 
el gobierno nacional entregó algunos ítems, pero 
esto no quiere decir que haya aumentado el nú-
mero de trabajadores en salud pública, solo quiere 
decir que médicos, enfermeras y otro personal que 
ya trabajaba como “consultor de línea” o incluso 

Más y mejor 
Estado para evitar 
el sálvese quien 
pueda

Fácil sería culpar del fracaso de la cuarentena 
a la población que, en vez de quedarse en casa, 
ha salido a las calles a mantener su actividad 
económica o, si ésta ha sido anulada, ha salido 
a buscarse cualquier sustento. Exceptuando 
la responsabilidad de aquellos grupos margi-
nales que han sido azuzados para romper la 
cuarentena, el fracaso se explica por la incom-
petencia de las autoridades nacionales y regio-
nales para garantizar el éxito de la cuarentena, 
y por las limitaciones congénitas del Estado 
boliviano; incompetencia y limitaciones que 
han ocasionado que los bolivianos enfrenten al 
coronavirus no solo abandonados por el Esta-
do, sino en contra del mismo, incluso en contra 
de las actitudes amenazantes de los ministros 
de defensa y gobierno. Situación que ocasio-
na también que la población enfrente la crisis 
económica por su cuenta, en tanto las autori-
dades esperan a ver quién se salva.
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trabajaba ad honorem, ahora tienen la oportuni-
dad de acceder a un trabajo estable con aportes 
para el seguro de salud y la jubilación. Respecto 
a aumentar la capacidad de atención, también se 
ha olvidado organizar a los médicos y enfermeras 
intensivistas para que capaciten a sus colegas de 
otras especialidades en los aspectos básicos de la 
atención y el cuidado de los enfermos de corona-
virus, de tal manera de formar equipos de reserva 
que puedan apoyarles o sustituirles en los momen-
tos de mayor brote de la Covid-191. Tampoco se ha 
capacitado a más personal de laboratorios ni se ha 
armado brigadas de detección de la enfermedad.
Se puede argüir, como lo han hecho algunas au-
toridades, que en poco tiempo y con escasos re-
cursos es imposible reconstituir el siempre olvi-
dado –en especial los últimos 14 años– sistema 
de salud; sin embargo, ante la emergencia, más 
que esa titánica labor solo era necesario mayor 
efectividad en la adquisición de equipos, insumos 
y medicamentos, en la contratación de personal 
sanitario, en la habilitación de espacios, en la de-
tección de la enfermedad, en la prevención, etc.
Lo que está sucediendo en Beni y está a punto de 
suceder en Santa Cruz demuestra con –brutalidad 
dantesca– lo anotado líneas arriba. Pero más gra-
ve aún, demuestra que los bolivianos enfrentaran 
al coronavirus –como en el mundo idealizado de 
los ultraliberales– cada uno por su cuenta, sin el 
menor asomo de organización social o institu-
ción estatal, o con la llegada tardía e insuficiente 
de estas últimas. Es cierto que las acciones indi-
viduales –tomar las previsiones necesarias para 
no infectarse ni infectar a alguien– son esencia-
les para enfrentar al coronavirus; pero, si a pesar 
de la previsiones, los individuos se infectan y no 
son asintomáticos, enferman y la enfermedad 
se agrava, las acciones colectivas y la interven-
ción de las instituciones estatales –para proveer 
medicamentos, habilitar espacios de atención, 
disponer de unidades de terapia intensiva, entre 
otros– también son esenciales para curarse de la 
Covid-19. Acciones e instituciones que hoy en Bo-
livia, con excepción del personal de los hospitales 
que están en primera línea, brillan por su ausencia 
o incompetencia.

Abandonados en la cuarentena
La incompetencia del Estado boliviano también se 
ha hecho manifiesta en las medidas económicas 
asumidas para implementar la cuarentena; medi-
das que fueron pensadas como si el coronavirus 
fuese fácil de contener y como si la crisis econó-
mica que generaba fuera a ser leve2.

De ahí la creación improvisada de un bono tras 
otro, para aun así, no garantizar que los mismos 
lleguen a todos los que lo necesitan; de ahí que 
se haya definido bonos con montos insuficientes 
para que una persona –obligada a suspender sus 
actividades de sustento– subsista durante 25 días 
(duración inicial de la cuarentena) o más. De ahí 
también que las exenciones impositivas, el respal-
do financiero a la Banca, la línea de créditos para 
cubrir sueldos, la agilización para la siembra de se-
millas transgénicas, lo único que logren sea bene-
ficiar a algunos empresarios más que a la mayoría 
de la población. A estas imprevisiones del gobier-
no central debe sumarse la completa anomia de 
los gobiernos departamentales (con excepción del 
de Santa Cruz) y el letar-
go de los gobiernos mu-
nicipales (con excepción 
del municipio de Oruro), 
instituciones que si no 
han quedado al margen 
solo han servido para 
disputar sus espacios 
de poder antes que para 
contribuir a la contención 
del virus.
Esta improvisación de 
las medidas económicas 
y su corto alcance, expli-
can el fracaso de la cua-
rentena. Es que quienes 
diseñaron y definieron 
dichas medidas olvida-
ron que la economía es 
más que las empresas, 
más aún en Bolivia, don-
de el 83% de la Población 
Económicamente Activa 
(PEA) trabaja en el sector informal y/o por cuenta 
propia3. Así, dejaron de lado, que gran parte de esta 
población no tiene ahorros y menos capital, por lo 
que genera ingresos diarios variables, otros que 
generan ingresos semanales o mensuales, pero 
que dependen de los encargos o contratos que 
buscan/persiguen a diario; han olvidado también, 
que la parte de esta población que tiene ahorros 
y capital, igual depende del funcionamiento diario 
de su actividad económica para no sucumbir a la 
competencia o “comerse el capital”; en definitiva, 
no previeron que beneficiar a algunos empresarios 
y otorgar bonos, por lo demás miserables, no iba a 
lograr que la población que “vive al día” se quede 
en casa. Todo ello, ante la mirada pasiva y negli-
gente de la mayoría de las autoridades regionales.

Lo que está sucediendo 
en Beni y está a punto 
de suceder en Santa 
Cruz demuestra con 
–brutalidad dantesca– 
la incompetencia del 
Estado en todos sus 
niveles. Pero más grave 
aún, demuestra que los 
bolivianos enfrentaran al 
coronavirus cada uno por 
su cuenta, sin el menor 
asomo de organización 
social o institución estatal
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Ante el fracaso de la cuarentena total, claramente 
señalado porque a 70 días de decretada la medi-
da, la enfermedad del coronavirus –en vez de ha-
berse contenido– está en plena expansión, fácil 
es culpar a la población que –en vez de quedar-
se en casa– ha salido a las calles a mantener su 
actividad económica o, si ésta ha sido anulada, 
a buscarse cualquier sustento. Este argumento 
fácil y conveniente, ya muchas veces expuesto 
por algunas autoridades, trata de deslindar las 
responsabilidades del Estado boliviano: quien ha 
ordenado cesar las actividades económicas no 
esenciales pero no ha garantizado los medios de 
vida necesarios para quienes se han perjudicado 
con dicha orden, en general personas que “viven al 
día”; quien ha ordenado el distanciamiento social 

pero no ha provisto ni los 
medios ni los protocolos 
necesarios para tal fin.
En conclusión, la mayor 
parte de ese 83% de PEA 
que no tiene ingresos se-
guros y permanentes, aun-
que haya recibido alguno 
de los bonos, en los 70 
días que va la cuarentena, 
han tenido que generar su 
sustento en condiciones 
más difíciles: esquivando 
las restricciones de movi-
lización impuestas por el 

Estado, innovando sus 
procedimientos 

y/o produc-
tos para 

aprovechar de manera más eficiente las pocas 
horas de funcionamiento de la economía, y co-
rriendo el serio riesgo de contraer la Covid-19. Es 
decir, han enfrentado la cuarentena, no solo aban-
donados por el Estado, sino en contra del mismo, 
incluso en contra de las actitudes amenazantes 
de los ministros de defensa y gobierno.

Solos contra la crisis económica
Otro de los objetivos a alcanzar durante la cuaren-
tena total, aparte de contener a la Covid-19 hasta 
preparar al sistema sanitario, puesto que una cua-
rentena no puede ser prolongada, era reestructu-
rar el funcionamiento del Estado y reorganizar el 
funcionamiento de las actividades económicas, 
de tal manera que la Población Económicamen-
te Activa (PEA) –o parte de ella– pueda retomar 
sus actividades de forma que no atente las tareas 
de contención de la Covid-19 ni provoque brotes 
descontrolados de la misma; y de tal manera, que 
la crisis económica no asole las fuentes de sus-
tento de la mayoría de la PEA, y en caso de que 
lo haga, construir el mecanismo social que evite 
que los afectados ingresen en la miseria. Es triste 
constatarlo, pero la realización de este objetivo ni 
siquiera está en el espectro mental de quienes hoy 
detentan los poderes políticos en Bolivia.
Lo cierto es que la principal medida para enfrentar 
la crisis económica ya está en la mesa de discu-
sión de muchos Estados, menos del boliviano. De 
hecho, ante el aumento del desempleo y las res-
tricciones a las actividades económicas, casi to-
dos coinciden en la necesidad de crear un ingreso 
mínimo mensual a ser otorgado por el Estado a 

toda la población vulnerable; la discusión recae 
en si dicho ingreso debe ser temporal 

o definitivo, en la delimitación de 
quienes deben recibirlo, sí debe 
ser condicionada o no, en la for-
ma de financiarlo, etc. No, no es 

que no se estén discutiendo otras 
medidas económicas, pero la priori-

dad es proteger a quienes queden des-
empleados y, en países como el bolivia-

no, a quienes sufran más las restricciones 
del distanciamiento social y la reducción 
del movimiento económico.
También se discute, en particular en La-

tinoamérica, sobre la urgencia de brindar 
más prioridad a los sistemas de salud y, de 
ser necesario reformarlo para que más 
que un gasto sea considerado como un 
motor de la economía; la discusión está 

Lo cierto es 
que la principal 
medida para 
enfrentar la crisis 
económica ya 
está en la mesa 
de discusión de 
muchos Estados, 
menos del 
boliviano
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en si se lo hace con base en el modelo de la segu-
ridad social, o de los seguros de salud privados, o 
aumentando el presupuesto público en este rubro, 
o combinando las distintas opciones. También se 
analiza una serie de mecanismos crediticos e im-
positivos para apoyar a las empresas, evitar que 
despidan personal y evitar que cierren.
En todos los casos, las medidas económicas que 
están en análisis y se debate en el mundo, impli-
carían una participación activa y creciente del Es-
tado y de sus instituciones. El problema en Bolivia, 
como casi en toda Latinoamérica, es la crónica 
debilidad económica e institucional del Estado y, 
como se ha visto líneas arriba, su completa inutili-
dad para enfrentar la pandemia y resolver los pro-
blemas que esta plantea.
Mucho se ha argumentado que esa debilidad e in-
competencia –tan patentes ahora–, se deben al 
despilfarro de los ingresos estatales y al abando-
no del sistema de salud por parte del gobierno del 
Movimiento Al Socialismo (MAS), sin quitar razón 
a estas afirmaciones, lo cierto es que el problema 
viene de mucho más atrás. Viene de la época en 
que se decidió reducir al Estado a su mínima ex-
presión, allá a mediados de los años ochenta del 
siglo pasado; aunque lo que –en realidad– se hizo 
fue implantar un Estado que fomente la reproduc-
ción de las elites empresariales y facilite su acu-
mulación de riqueza. Por ello, la fuente principal 
de ingresos del Estado, los impuestos, es cargada 
a la población en general y no al empresariado; 
por ello, el impuesto a las utilidades 
de las empresas no es efectivo y 
les es devuelto pasada una ges-
tión; por ello, no existe en Bolivia 
el impuesto a los ingresos ni a 
la riqueza. Por ello también, la 
segunda fuente importante de 
ingresos fiscales, la explo-
tación de recursos natu-
rales, es fomentada por 
el Estado boliviano, sin 
fijar límites ecológicos 
o permitiendo que los 
existentes sean rotos 
por la explotación 
irracional, permitien-
do que los mayores 
beneficiados sean las 
empresas particulares 
y no la sociedad, e incluso 
generando mecanismos de 
transferencia de los ingresos 

por recursos naturales en favor de las élites para-
gubernamentales. Más grave aún, el Estado es tan 
funcional a las elites empresariales y paraguber-
namentales en Bolivia, que también las beneficia 
con la devolución de impuestos, la provisión de 
infraestructura caminera y energía baratas.
Cuando el MAS llegó al poder, esta estructuración 
y esta finalidad del Estado no cambiaron; por el 
contrario, en plena bonanza económica, los mon-
tos que fluyeron a favor de las elites empresaria-
les aumentaron. Es cierto que el gobierno del MAS 
fundó, sin ton ni son, muchas empresas estatales, 
a cual más ineficiente e innecesaria; también es 
cierto que dispuso la otorgación de bonos condi-
cionados, de montos miserables por cierto; em-
pero, ello no significa que el Estado boliviano se 
haya fortalecido o que su 
presencia haya aumenta-
do en el ámbito económi-
co; en tanto los ingresos 
estatales provengan en su 
totalidad de la población 
común y las elites estén 
libres de pagar impuestos, 
en tanto los gastos e inver-
sión estatales favorezcan 
más a éstas últimas que 
al conjunto de la sociedad, 
el Estado boliviano conti-
nuará siendo inequitativo 
y funcional a los grupos 
de poder económico, por 
muchas empresas que 
cree y muchos bonos que 
otorgue. 

Aunque muchos 
fanáticos liberales 
no lo acepten, lo 
cierto es que en 
Bolivia, la mayoría 
de la población 
pobre genera 
su sustento 
y desarrolla 
su actividad 
económica al 
margen del Estado
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Hoy, cuando la pandemia ha desnudado al Esta-
do boliviano y puede verse su raquítica realidad, 
el gobierno nacional no pretende cambiar esta 
situación. Ninguna de las medidas que ha asu-
mido para implementar la cuarentena, ni ninguna 
de las que ha anunciado indican que quiera cam-
biar dicha situación. Lo en extremo irónico es que 
cuánto más ingresos se necesita para enfrentar a 
la Covid-19, más exenciones tributarias aprueba el 
Estado; cuánto más ayuda necesitan los sectores 
más vulnerables de la población, menos atención 
se les presta y más restricciones y represión se 
les presenta.
En este contexto, puede decirse que la mayoría de 
los bolivianos enfrentaran la crisis económica de 
la misma manera en que enfrentaran al coronavi-
rus: solos, por su cuenta y a riesgo propio.

Más y mejor Estado
Aunque muchos fanáticos liberales no lo acep-
ten, lo cierto es que en Bolivia, la mayoría de la 
población pobre genera su sustento y desarrolla 
su actividad económica al margen del Estado; es 
más, si tomamos en cuenta el rol de la burocracia 
estatal, puede decirse que una gran parte de esa 
población realiza su trabajo en contra del Estado. 
Esto no quiere decir que haya que renegar del Es-
tado boliviano, sino que hay que ajustarlo y per-
feccionarlo, de ello depende la conformación de 
una sociedad más justa y equitativa; es más, en 
épocas de crisis sanitarias con la consiguiente cri-
sis económica, de ello depende evitar el caos del 
sálvese quien pueda.
En este sentido, más y mejor Estado quiere de-
cir: Por el lado de los ingresos –en el entendido 
que la creación de valor es un proceso social y 
no individual, y que quienes más se benefician y 
aprovechan ese valor deben contribuir en mayor 
proporción a la sociedad donde se creado el mis-

mo– implica levantar las exenciones tributarias, 
eliminar los Certificados de Devolución Impo-
sitiva (CEDEIM) y las Notas de Créditos Fiscal  
(NOCRES), hacer que el Impuesto a las Utilidades 
de las Empresas (IUE) ya no sea acreditable para 
el pago del Impuesto a las Transacciones (IT), es 
decir, que ya no sea devuelto; implica crear un im-
puesto a los ingresos y otro a la riqueza4; también 
conlleva eliminar el subsidio a los combustibles, a 
la energía, subir los precios de uso de las carrete-
ras internacionales y de los servicios estatales en 
general. Por el lado de los gastos –en el entendido 
que dicho gastos debe priorizar el beneficio de la 
sociedad en su conjunto y/o a gran parte de ella 
y/o de los sectores más vulnerables– es necesa-
rio crear un nuevo fondo o ampliar el Fondo de la 
Renta Universal de Vejez (Renta Dignidad) para la 
creación de un ingreso mínimo vital para la pobla-
ción más vulnerables de la sociedad5, no solo en 
tiempo de crisis sino de manera indefinida; ingre-
so mínimo que debería estar integrado o asociado 
al derecho a un seguro social de salud y un sub-
sidio directo a la energía6; también debería parar-
se en seco la inversión pública en carreteras, en 
energía, en ornato público, y aumentar la inversión 
en salud; implica también cambiar la distribución 
del Impuesto Directo a los Hidrocarburos (IDH) y, 
por ejemplo, que la parte que reciben municipios 
y universidades, indígenas, ejército en otros, sea 
destinado al fondo para el ingreso mínimo vital; 
por supuesto, todo esto implica cerrar empresas 
públicas ineficientes y reducir la burocracia esta-
tal, y si la crisis sanitaria y económica recrudecen 
será necesario, incluso, reducir sueldos en el sec-
tor estatal.
No, lo acabado de proponer no es populismo y no 
es socialismo. Solo son lineamientos para volver 
al Estado boliviano realmente democrático y efec-
tivamente equitativo en materia económica 

1.	 El momento en que se escriben estas líneas solo el Servicio Departamental de Salud (SEDES) de Cochabamba informa que junto con el Colegio Médico de la región 
impartirán un curso virtual de “intubación y ventilación mecánica” a partir del 01 de junio. No hay nada parecido en el resto del país y menos organizado desde el 
Ministerio de Salud.

2.	 Un análisis más detallado de estas medidas puede encontrarse en “La cuarentena es necesaria, las respuestas gubernamentales son insuficientes” DeLiberal 
02/04/2020 (https://cedib.org/publicaciones/la-cuarentena-es-necesaria-las-respuestas-gubernamentales-son-insuficientes/).

3.	 Mucho se ha especulado sobre la cantidad de personas trabajando en estas condiciones, aquí se asume que son todos aquellos trabajadores que no realizan 
aportes mensuales para contar con un seguro de salud y optar por una jubilación. En este sentido, según los datos del Instituto Nacional de Estadística (INE), a 
septiembre de 2019, la Población Económicamente Activa llegaba a 5,78 millones de personas; de ese total, según los datos consignados en el Atlas Estadístico de 
la Unidad de Análisis de Política Económica (UDAPE), solo el 17% es cotizante efectivo al sistema de pensiones, es decir, en la actualidad solo alrededor de un millón 
de personas tiene un salario permanente o ingreso fijo que le permite realizar aportes mensuales para su jubilación.

4.	 La presión tributaria (impuestos/PIB) en Bolivia, de acuerdo con el Informe Fiscal del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas (MEFP), es del 17%, si se toma 
en cuenta las recaudaciones en efectivo, que es lo que realmente utiliza el Estado, ese porcentaje apenas supera el 15%; porcentaje que se sitúa muy lejos de, por 
ejemplo, los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), cuya presión tributaria promedio bordea el 35% del PIB.

5.	 El presupuesto público para crear este tipo de beneficio es reducido, más ahora que en los últimos 14 años, sin embargo, con una reestructuración de las priorida-
des de gasto y la delimitación más precisa de la población vulnerable a beneficiar, puede lograrse que sea el principal mecanismos para evitar que gran parte de la 
población ingrese en la miseria absoluta.

6.	 El subsidio a los combustibles, como ya lo han demostrado muchos estudios, ha beneficiado más a los sectores de mayor consumo que a la población más pobre, 
cambiar este mecanismo perverso no implicaría quitar el subsidio para los más pobres, sino otorgárselos de manera directa.
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